Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con vista del sentir de los ayuntamientos de los municipios del estado, respecto a la adición del artículo 167 de la Constitución Política Local, en materia de responsabilidad del estado. 

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la Iniciativa de Decreto para abrogar la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria “Antonio Narro”, planteada por los Diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, respecto a un Punto de Acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el que se exhorta a los Gobiernos y Congresos Estatales y a los Municipios, a impulsar las reformas legales pertinentes para solucionar los graves problemas de salud pública derivados de los accidentes de tránsito, así como a formular, planear y ejecutar programas y acciones en materia de seguridad vial.
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura, con relación a la Iniciativa de Reforma a la Constitución Política del Estado en materia de responsabilidad del Estado, propuesta por las Diputadas y Diputados Karla Samperio Flores Y María Eugenia Cázares Martínez, José Luis Triana Sosa y Manuel Cutberto Solís Oyervides, del Grupo Parlamentario “Luis H. Álvarez” del Partido Acción Nacional; la Diputada Martha Loera Arámbula y el Diputado Salomón Juan Marcos Issa, del Grupo Parlamentario “Luis Donaldo Colosio Murrieta” del Partido Revolucionario Institucional; y por los Diputados Evaristo Lenin Pérez Rivera y Gregorio Contreras Pacheco, del Grupo Parlamentario “Evaristo Pérez Arreola” del Partido de la Unidad Democrática de Coahuila, todos ellos pertenecientes a la anterior Legislatura; y,

RESULTANDO

PRIMERO.- Que a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales le fue turnado expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila, mediante telegrama remitido el día 18 de noviembre de 2005, por conducto del Servicio Postal Mexicano;  sobre el Proyecto de Decreto relativo a la Reforma al artículo 167 de la Constitución Política del Estado, a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción IV, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 245 y 246 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que no obstante que se les comunico a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 245 y 246 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; ninguno de ellos emitió su voto dentro de dicho plazo, consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 197 de la Constitución Local debe entenderse que aceptan la reforma, operando la figura jurídica de la afirmativa ficta.     

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, por lo que la Comisión Dictaminadora, analizado el expediente de referencia y   

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

I. Iniciativa suscrita cuando menos por tres diputados o por el Gobernador, a la vez que se darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”

SEGUNDO.- Que en la sesión celebrada el día 15 de noviembre de 2005, el Pleno del Congreso aprobó la reforma a la Constitución Política local en materia de responsabilidad del Estado, al tenor literal siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTICULO UNICO.- Se adiciona un ultimo párrafo al artículo 167 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 167.....

El Estado y los Municipios son responsables por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause en los bienes o derechos de los particulares. Esta responsabilidad es objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a la indemnización conforme a las bases, limites y procedimientos que establezcan las leyes.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor el primero de enero siguiente a la fecha de su publicación en el Periódico Oficial.  

TERCERO.- Con base en las consideraciones anteriores, la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, tiene a bien aprobar y emitir el siguiente:

DICTAMEN

PRIMERO. Se aprueba la Reforma a la Constitución Política local en materia de responsabilidad del Estado, contenida en el dictamen aprobado por el Pleno del Congreso el 15 de Noviembre de 2005, en los términos que se transcriben en el Considerando segundo del presente Dictamen, con excepción de la fecha de entrada en vigor. 

SEGUNDO. Por los motivos, razones y fundamentos expuestos en los considerandos de este dictamen, ha lugar a que el Congreso haga declaratoria de que quedó aprobada la reforma constitucional, contenida en el decreto que se transcribe en el considerando segundo de este dictamen, con excepción de la fecha de entrada en vigor; y, una vez hecho lo anterior, ordenar que se expida el decreto correspondiente y que se envíe al Ejecutivo Estatal para su promulgación, publicación y observancia. 

TERCERO.- Comuníquese éste dictamen al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y en su caso, aprobación.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrara en vigor el día 1º. De enero del año 2007; misma fecha en que a mas tardar deberán ser publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, las Reformas a las disposiciones legales Estatales y Municipales de Coahuila, que regulen sobre la Materia de responsabilidad del Estado.

Así, con fundamento en los artículos 103 y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila lo dictaminan y acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales pertenecientes a la Quincuagésima Séptima Legislatura Francisco Saracho Navarro, Román Alberto Cepeda González, Juan Alejandro de Luna González, Demetrio Zúñiga Sánchez, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, José Ignacio Máynez Varela, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Virgilio Maltos Long y Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, Abril 3 del 2006.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Iniciativa de Decreto para abrogar la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, propuesta por los C. C. Diputados del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de marzo del año en curso, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Decreto para abrogar la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, propuesta por los C. C. Diputados del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 99, 102 fracción I y 103 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa de Decreto para abrogar la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, propuesta por los C. C. Diputados del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ El día 4 de marzo de 1923 fue fundada la Escuela Regional de Agricultura "Antonio Narro"; ello obedeció, primordialmente, a la necesidad de contar con estudiantes y a la postre, con profesionistas, ampliamente preparados en todas y cada una de las disciplinas relacionadas con las labores del campo.

Su antecedente inmediato se remonta al año 1919; año en el que siendo Gobernador del Estado de Coahuila, Don Gustavo Espinoza Mireles, alentó y dio todo tipo de facilidades a Francisco Narro para que diera forma legal al proyecto. Así, el día 14 de marzo de 1919, se obtuvo la aprobación oficial de las "Bases para el funcionamiento de la Escuela de Agricultura de Coahuila con el nombre de Antonio Narro". La escuela no pudo materializarse hasta cuatro años después.

Así, a lo largo de todo el siglo XX esta institución concentró todos sus esfuerzos para alcanzar la excelencia académica. Estos esfuerzos se vieron materializados con la acreditación de sus programas académicos de Licenciatura y postgrado, los cuales fueron objeto de un reconocimiento por parte de la Secretaria de Educación Publica, por su calidad educativa, entregado en noviembre de 2004 por el Presidente de la Republica, Lic. Vicente Fox Quesada, así mismo por ser una de las 13 Universidades de México que cuenta con mas del 75% de su población estudiantil de nivel de Licenciatura, en programas de calidad de acuerdo a la evaluación de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUlES).

Actualmente la Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro" mantiene convenios de cooperación con instituciones y organismos nacionales e internacionales; de los cuales muchos de ellos, están en vigor a nivel municipal, estatal, federal e internacional, con lo cual se mejoran las funciones universitarias de docencia, investigación y desarrollo, lo mismo que se contribuye a la solución del campo mexicano.

De igual forma, esta universidad opera proyectos de transferencia de tecnología con diversas comunidades pertenecientes principalmente a los estados de Coahuila, Zacatecas, Durango, San Luis Potosí, Nuevo León, Hidalgo, Morelos y Veracruz; en ellos participan profesores-investigadores y alumnos de la propia Universidad.

Hoy en día, la población de la Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro", se encuentra conformada con estudiantes de todos los estados del país; cuenta además, con campos experimentales en materia agraria en diversas entidades y regiones del país; realiza programas de investigación, estudios y proyectos de alcance nacional, es por ello, que válidamente podemos concluir que más que tratarse de una institución estatal, se trata de una institución de índole nacional, sin embargo, la ley orgánica que le ha dado el carácter de universidad fue expedida por un Decreto del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por esta circunstancia, se ha generado una situación que potencialmente podría limitar su desarrollo y contribución al agro nacional, ya que es difícil, que en el ámbito estatal se le puedan otorgar los recursos necesarios para su sostenimiento cuando sus acciones son del ámbito nacional. Por otra parte, es innegable que el Gobierno Federal es quien ha venido otorgándole recursos para su crecimiento y desarrollo en diferentes tiempos a lo largo de su historia, y de manera ininterrumpida desde 1971 a la fecha.

Es por ello que atendiendo a una realidad imperante en cuanto a la organización y el funcionamiento de la Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro", la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, ha aprobado una nueva ley, a través de la cual, dicha universidad adquiere la calidad de organismo público descentralizado del Gobierno Federal;-lo que trae como consecuencia inmediata que ahora sea el Gobierno Federal, el que por disposición normativa, siga apoyando presupuestalmente a tan importante institución educativa agraria.

Con esta nueva normatividad, la Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro" inicia una nueva etapa; en ella se integra la rica experiencia histórica educativa de más de 80 años de la que es depositaria, los frutos recientemente producidos por los esfuerzos de mejoramiento de la Institución y de otras universidades del país con sus respectivos procesos de reforma.

En tal orden de ideas, Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro" podrá continuar apoyando la formación de estudiantes provenientes de grupos sociales marginados, como son aquellos que viven en comunidades apartadas o bien, pertenecientes a etnias indígenas, facilitándoles con ello, el acceso a la educación superior pública, lo que invariablemente traerá como consecuencia, la posibilidad de contribuir con su desarrollo profesional, económico y social.

Por último, cabe destacar que la expedición de la nueva Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria "Antonio Narro" obedeció a que el H. Consejo Universitario promovió, durante el año 2005, una amplia consulta entre los universitarios. Tanto de la opinión de los maestros como de los alumnos de la Universidad Agraria en comento, se derivó el contenido de la propuesta de ley orgánica que actualmente regula la organización y el funcionamiento de esta Universidad; regulación normativa que, invariablemente le permitirá a la institución actualizarse y acceder a mejores formas de gobiernos y organización, para enfrentar así, los retos cada vez mayores que tienen las Universidades Públicas, en la búsqueda permanente de incidir cada vez con mayor trascendencia al bienestar y desarrollo armónico de la sociedad; en este caso, principalmente la del medio rural.” 

TERCERO.- Tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como la propia del Estado, garantizan para la persona el derecho a recibir educación; y por cuanto a las Universidades y demás instituciones de educación superior a las que la ley les haya otorgado autonomía, la facultad y la responsabilidad de gobernarse así mismas.

En efecto, conforme al artículo 119 de la Constitución Política del Estado, a las Universidades y demás instituciones de educación superior a las que la ley  les haya otorgado autonomía, se les reconoce personalidad jurídica, patrimonio propio y derecho a administrarlo.

Conforme al artículo 1° de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, publicada en el Periódico Oficial del Estado de fecha 4 de abril de 1989, se creó esta institución como un organismo público descentralizado del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

Los cambio operados en la  Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro,  son el resultado de una trayectoria ilustre en la educación agraria del País.

En efecto, lo que hoy es la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, abrió sus puertas a los primeros alumnos el 4 de marzo de 1923, como Escuela Regional de Agricultura Antonio Narro.

En 1938 se transforma en la Escuela Superior de Agricultura Antonio Narro, que adquiere el carácter de Institución Pública dependiente del Estado, quien la absorbe y se hace cargo de su sostenimiento, además de  recibir subsidio no permanente del Gobierno Federal por conducto de la Secretaria de Agricultura y Ganadería. 

En 1957, con otras instituciones de educación superior, se constituye como escuela fundadora de la Universidad de Coahuila; ingresa al Sistema Nacional de Educación Superior y obtiene subsidios adicionales de la Secretaría de Agricultura y Ganadería.

La entones Escuela Superior de Agricultura Antonio Narro, como parte de lo que era antes la Universidad de Coahuila,  por decreto del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, se transforma en la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro y sus recursos financieros provienen del presupuesto federal, que para el año de 1976, representaban el 78 %, mismos que actualmente constituyen el 99%. 

En esa tesitura,  y tomando en cuenta además que la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro ha rebasado con mucho el ámbito de una universidad estatal, ya que su alumnado proviene  de todas partes del País, realiza programas de investigación, estudios y proyectos a nivel nacional y tiene campos experimentales en diversas regiones  y Entidades Federativas, es en los hechos una Universidad Nacional; y por ello, la propia comunidad universitaria ha buscado se le considere en el ámbito federal con ese carácter.  

Así las cosas, en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, como Cámara de Origen, se puso a discusión y fue aprobada una Iniciativa de Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, misma que se remitió a la Cámara de Senadores, como Cámara Revisora, quien también la aprobó.

Establecido lo anterior, el artículo Primero Transitorio de la ley en cita, publicada en la           “ Gaceta Parlamentaria No. 150 de fecha jueves dieciséis de febrero del año en curso,  literalmente establece: 

“ Primero. El presente Decreto se publicará en el Diario Oficial de la Federación y entrará en vigor al día siguiente a aquel en que el H. Congreso del Estado apruebe y el Titular del Ejecutivo Estatal publique en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Abrogación de la Ley Orgánica de la Universidad Agraria Antonio Narro ( sic )  del 4 de abril de 1989, y la desincorporación de todos los bienes muebles e inmuebles que conforman el patrimonio de la Universidad.”

Toda vez que conforme al artículo Primero Transitorio de la nueva  Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, la vigencia de la misma se encuentra supeditada a que se abrogue la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, de fecha 4 de abril de 1989, y se publique en el Periódico Oficial del Estado el Decreto correspondiente, es el caso de abrogar la susodicha ley a efecto de que esa institución educativa ingrese al ámbito federal.

No resulta ocioso dejar asentado que conforme a la fracción I del  artículo 4° de la Ley que se abroga, el patrimonio de la Universidad está constituido, entre otros rubros,  por todos los bienes que al momento de su creación, se encontraban al servicio de la Escuela Superior de Agricultura "Antonio Narro" de la Universidad Autónoma de Coahuila, del Colegio de Graduados, del Centro Nacional de Investigación para el desarrollo de las Zonas Áridas y del Centro de Información de Zonas Áridas; y, que su desafectación, conforme al artículo siguiente, está supeditada al acuerdo previo del Consejo Universitario,  mismo que obra en el expediente respectivo según constancia de fecha 2 de Abril del año en curso, en acta # 387 , y que en lo conducente dice:

ACUERDO:

SE APRUEBA LA DESINCORPORACIÓN DE LOS BIENES QUE FORMAN EL PATRIMONIO DE LA UNIVERSIDAD AUTONOMA AGRARIA ANTONIO NARRO, CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 5º. DE LA LEY ORGÁNICA VIGENTE Y QUE SEÑALA EN EL ANEXO CORRESPONDIENTE, PARA EFECTO DE DAR  CUMPLIMIENTO EN LO ESTIPULADO EN EL ARTICULO 1º. TRANSITORIO DE LA NUEVA LEY ORGÁNICA APROBADA POR EL H. CONGRESO DE LA UNION, PARA OTORGAR EL CARÁCTER DE ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL.

Así pues, si los referidos bienes, propiedad de la Universidad, conforme al acuerdo del Consejo Universitario han dejado de servir para el fin a que fueron destinados por la Ley que se abrogó; y que los mismos, conforme a la fracción I del artículo 4° de la Nueva Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro continúan formando parte de su patrimonio, es el caso de desincorporarlos, como se previene en el aludido artículo Primero Transitorio de la Ley antes mencionada. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, es el caso de emitir el siguiente

Dictamen

PRIMERO.- Se abroga la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro publicada en el Periódico Oficial del Estado número 27 ( veintisiete ), de fecha 4 ( cuatro ) de abril de 1989 ( Mil novecientos ochenta y nueve )

SEGUNDO.- Toda vez que conforme a la fracción I del artículo 4° de la Nueva Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, los bienes de que ésta era dueña conforme a la Ley que se abroga,  y los  adquiridos con posterioridad, siguen constituyendo su patrimonio, y de que el Consejo Universitario, previamente consintió en su desafectación, es el caso de decretar su desincorporación a efecto de que conforme a su nueva ley,  constituyan parte de su patrimonio.

TRANSITORIOS

PRIMERO.-  El presente Decreto entrará en vigor una vez que se publique en el Diario Oficial de la Federación la Nueva Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro, expedida por el Congreso de la Unión en sesión de la Cámara de Senadores de fecha 7 de marzo del año 2006.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo  Séptima   Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,   Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ),  Diputado   Román A. Cepeda  González,   Diputado  Juan  Alejandro  de  Luna González,  Diputado Demetrio   A. Zuñiga Sánchez, Diputado  Guadalupe  Sergio  Resendíz  Boone,  Diputado  José  Ignacio  Máynez  Varela,  Diputado  Jesús   Manuel  Pérez  Valenzuela,  Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a  3 de abril de 2006.
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DICTAMEN de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, en relación a un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el que se exhorta a los Gobiernos y Congresos Estatales y a los Municipios, a impulsar las reformas legales pertinentes, para solucionar los graves problemas de salud publica derivados de los accidentes de transito, así como a formular planear y ejecutar programas y acciones en materia de seguridad vial. 

RESULTANDO

Primero: Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 10 de enero del año 2006, en el informe de correspondencia recibida por el Congreso del Estado, se notifica de un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el que se exhorta a los Gobiernos y Congresos Estatales y a los Municipios, a impulsar las reformas legales pertinentes, para solucionar los graves problemas de salud publica derivados de los accidentes de tránsito, así como a formular planear y ejecutar programas y acciones en materia de seguridad vial. 

Segundo: Que por acuerdo de la Diputación Permanente se turnó el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso presentar un dictamen o informe en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente y; 

CONSIDERANDO

Primero.- Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen de conformidad con los artículos 96, 97, 102, 111 y 132. de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

Segundo.- Que la Secretaría de Urbanismo y Obras Públicas del Estado, aplica las medidas que se requieran para el cumplimiento de la Ley de Tránsito y Transportes, y aquellas que reclama el interés público para regular la vialidad y el tránsito de vehículos, sobre las vías en la entidad, y al aprovechamiento de éstas en la ejecución de los diversos servicios de transporte de personas y carga que clasifica esta misma Ley. 

Tercero.- Que El Consejo Consultivo Estatal de Transporte como órgano de carácter interinstitucional de consulta, auxiliar del titular del Poder Ejecutivo, tiene por objeto diagnosticar, estudiar y analizar la problemática en materia de tránsito y transporte, así como emitir las recomendaciones que para su mejoramiento estime procedentes, y que entre, sus acciones sugiere establecimiento de medidas y normas para la protección de la integridad física de los usuarios. 

Cuarto.- Que la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, en coordinación con las autoridades de tránsito municipales, diseñan e instrumentan en el Estado, programas permanentes de educación y seguridad vial, encaminados a crear conciencia y hábitos de respeto a los ordenamientos legales en la materia, a fin de prevenir accidentes y salvar vidas. Estos programas estarán orientados a todos los sectores de la población: 

Quinto.- Que si bien la prevención de accidentes de tránsito compete directamente al Poder Ejecutivo y a los Ayuntamientos; los Diputados integrantes de la Comisión de Comunicaciones y Obras Publicas, someten a la consideración del Pleno del Congreso para su discusión y en su caso aprobación, el siguiente: 

ACUERDO

Primero: Se exhorta a las distintas dependencias del Gobierno del Estado y de los Municipios, involucradas en el diseño y aplicación de normas en materia de tránsito terrestre, a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, a los Organismos No Gubernamentales que conforman la sociedad civil, y en general a toda la comunidad, para que participen en el desarrollo de los programas existentes en materia de prevención de accidentes viales, así como en el desarrollo de nuevos programas. 

Segundo: Se sugiere al Gobierno del Estado la creación de un sistema de evaluación de los programas destinados a la prevención de accidentes, que permita determinar la eficacia de las acciones que se realizan en esta materia que genere una estadística a nivel Estado para poder dar seguimiento sistemático a este problema. 

Tercero: Se extremen las medidas destinadas al cumplimiento de las normas vigentes en materia de organización del tránsito y vialidad. 

Cuarto: Se lleve acabo una revisión de la legislación existente sobre la materia, a fin de llevar a cabo las mejoras pertinentes. 

Quinto: Se envíe a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión el contenido del presente Acuerdo, manifestando que se están redoblando los esfuerzos para llevar acabo una efectiva prevención de los accidentes viales, que permita disminuir los decesos, incapacidades, lesiones y daños causados por tal motivo.

Así, con fundamento en lo dispuesto en lo señalado por de la Ley Orgánica del Congreso, lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas. 

Sala de Comisiones Soberanía Nacional, Edificio Miguel Ramos Arizpe, Saltillo, Coahuila a 17 de marzo del año 2006. 

POR LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PUBLICAS

Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Miguel Ángel Riquelme Solís

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LOS COORDINADORES DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL; PARTIDO ACCIÓN NACIONAL; PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRATICA; Y PARTIDO UNIDAD DEMOCRATICA DE COAHUILA, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS REPRESENTANTES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO Y DEL TRABAJO, EN RELACIÓN A LAS DECLARACIONES QUE HICIERA EL LICENCIADO FRANCISCO JAVIER SALAZAR, SECRETARIO DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCAL, A UNA IMPORTANTE FIRMA EDITORIAL NACIONAL, SOBRE LOS TRABAJADORES MINEROS DE COAHUILA.

CON SU PERMISO DIPUTADO PRESIDENTE.

COMPAÑERAS Y COMPAÑEROS LEGISLADORES:

La tragedia ocurrida el pasado 19 de febrero en la Mina Pasta de Conchos, del Municipio de San Juan de Sabinas, es otro evento significativo y definitorio en el perfil de sufrimiento que caracteriza la biografía de la familia minera del carbón en Coahuila. 

Los mineros de Coahuila han contribuido, desde el inicio de esta actividad en nuestra entidad, con un trabajo y una entrega ejemplares en la muy difícil y riesgosa tarea de extraerle a la tierra desde sus entrañas el mineral que permite crear la energía que literalmente mueve a la planta productiva del país. 

Nuestros mineros han visto pasar la transformación económica y tecnológica de México, han visto cómo se han transformado y mejorado sustancialmente las condiciones de seguridad, higiene y confort de toda la clase trabajadora del país, y ellos han seguido expuestos a los peligros y los riesgos de una actividad que pese a su importancia estratégica ha sido relegada en la atención de las autoridades competentes. 

Lo sucedido en la Mina Pasta de Conchos causó una conmoción nacional, porque la cobertura mediática del muy lamentable suceso descubrió ante los ojos del país, una actividad realizada en un aparente estado de excepción, donde los mineros son sometidos a cumplir con su trabajo en condiciones inadmisibles para nuestro tiempo, y para el avance que en las condiciones de trabajo, a través de muchas luchas sociales, ha obtenido nuestra sociedad. 

La falta de supervisión en las condiciones de seguridad en que se labora en las minas quedó de manifiesto por parte de las autoridades laborales competentes. La falta de una estructura de respuesta y atención a las eventualidades de un accidente mayor también fueron evidenciadas. 

E! caos, el desconcierto y la improvisación fueron lamentablemente los aspectos sobresalientes en la atención inmediata y la respuesta ante la explosión ocurrida en el interior de la mina y sus trágicas consecuencias para los mineros que se encontraban laborando en ella. 

Las informaciones vertidas a los medios de comunicación, por su alejamiento de la realidad evidente y del más elemental sentido común, ofendieron el dolor de las familias de los mineros y en general a una opinión pública pendiente y demandante de comunicación sustentada y confiable. 

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social que tuvo a su cargo, basada en el marco legal de sus atribuciones, las operaciones de rescate, dio a la luz de todos un trato desdeñoso a las familias afectadas. De contradicción en contradicción, se fue cayendo de la omisión y el manipuleo de los partes informativos a la irresponsabilidad mayor de la ocurrencia y la mentira. 

El saldo que dejó el proceder de las autoridades de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, responsables por ley, como ya se ha dicho, de las condiciones, normatividad y control del universo laboral de la actividad minera, fue el de una gran desconfianza entre las familias de las víctimas del accidente y la percepción, de que la atención y la defensa de los intereses de éstos, así como el esclarecimiento puntual y preciso de lo sucedido en el interior de la mina la madrugada del 19 de febrero, no fueron las prioridades categóricas de los funcionarios responsables. 

En este contexto, las declaraciones del licenciado Francisco Javier Salazar , titular de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, externadas la semana pasada a una importante Casa Editorial, en las que de manera por demás ofensiva e irresponsable señala que los mineros, y se habla obviamente de los que laboran en las minas de carbón de nuestro estado, suelen ingresar, según sus muy lamentables palabras, bajo el efecto de algunas sustancias enervantes ó estimulantes, constituyen una grave ofensa para la calidad humana, la responsabilidad laboral y el prestigio moral que ha caracterizado a los mineros de Coahuila. 

Por la naturaleza de su responsabilidad y sus atribuciones, el titular de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, no puede ni debe hacer ningún tipo de aseveraciones que aún de manera sutil o encubierta, sugieran un prejuicio o una acusación generalizada a partir de suposiciones inventadas contra la clase trabajadora en general, o un gremio en particular, como lo es en este caso, sobre los trabajadores mineros. 

El prestigio y la calidad laboral de los trabajadores coahuilenses, en todas las áreas productivas, ha sido constantemente reconocido a nivel nacional e internacional. Los trabajadores mineros del carbón son quizá el gremio más esforzado y sacrificado de la clase trabajadora coahuilense. Los 365 días del año, a toda hora, hay mineros coahuilenses extrayendo carbón de nuestro subsuelo. El descuido, la ligereza y la irresponsabilidad verbal de un funcionario desinformado, por más alto que sea su nivel, no puede ni debe ofenderlos. 

Por lo anteriormente expuesto, y de acuerdo a las facultades que nos otorga la Fracción IV del Artículos 49 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, solicitamos a este Honorable Pleno, la aprobación unánime del siguiente 

PUNTO DE ACUERDO:

PRIMERO.- Que en virtud de la materia expuesta, esta Proposición con Punto de Acuerdo sea considerada de obvia resolución y se proceda de acuerdo a lo establecido en los Artículos 198 y 199, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO.- Que el Congreso de Coahuila, solicite a la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados del Congreso de La Unión, cite al licenciado Francisco Javier Salazar, Secretario de Trabajo y Previsión Social, para que defina y aclare las declaraciones vertidas el pasado 29 de marzo en las que manifiesta que los trabajadores de las minas de carbón de nuestra Entidad, ingieren sustancias y bebidas previo a su ingreso a sus áreas de trabajo. Que dicha aclaración sea comunicada de manera pública a la gran familia minera de Coahuila y en general a la opinión pública nacional. Que el citado funcionario exponga cuáles son las estrategias de prevención y control de accidentes en las minas de carbón que se han diseñado a partir de la trágica experiencia de Pasta de Conchos, y desde cuando están implementadas. Sobre este mismo punto, que explique como se fortalecerán las funciones de supervisión y control de seguridad e higiene en la estructura de la Delegación de la Secretaría a su cargo en nuestro Estado, precisando su impacto en personal, el perfil de éste, y los recursos técnicos, materiales y de equipo con que contará este personal para cumplir con sus encomiendas. 

TERCERO.- Que el Congreso de Coahuila, solicite a ambas Cámaras del Congreso de la Unión, que en ejercicio de la facultad que les confiere el artículo 93, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, requieran la inmediata comparencia del Secretario del Trabajo, a efecto de que informe sobre el estado que guarda la investigación sobre las causas de la tragedia y de las labores de rescate de los cuerpos de las víctimas.

SALTILLO, COAH., 4 DE ABRIL DEL AÑO 2006.

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL:

DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

DIP. JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA:

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTCIA DE COAHUILA:

DIP. ALFREDO GARZA CASTILLO

POR EL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO:

DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ

POR EL PARTIDO DEL TRABAJO:

DIP. VIRGILIO MALTOS LONG

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LOS DIPUTADOS RAÚL XAVIER GONZALEZ VALDES, JOSE LUIS MORENO AGUIRRE, ALFIO VEGA DE LA PEÑA, JESUS MARIA MONTEMAYOR GARZA. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO Y LEOCADIO HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO" JESÚS REYES HEROLES" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL REFERENTE A LA SITUACIÓN QUE ENFRENTA LA INDUSTRIA TEXTIL Y DEL VESTIDO NACIONAL. 

C. PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

DEL  H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA.

COMPAÑERAS Y COMPAÑEROS:

Para muchos lograr un empleo y una mejor remuneración es uno de los mayores reclamos en todo el país, porqué las fuentes de trabajo estables y permanentes, son la única manera de acceder a las prestaciones, a la previsión y a la seguridad social, razón por la que, debemos defender y promover las fuentes de trabajo. Todos transitamos por condiciones cada vez más difíciles y complejas. Los mexicanos que, vivimos de nuestro trabajo diario, enfrentamos importantes problemas. En todo el país se escucha la necesidad de proteger y salvar a nuestra economía; de apoyar a los empresarios productivos y comprometidos con la sociedad; se reconoce, por elemental justicia, la obligación que se tiene de proteger y respaldar a la clase trabajadora que tantos y tan acumulados esfuerzos como sacrificios ha hecho durante los últimos años. 

En ese sentido, la situación actual de los textileros mexicanos no es nada fácil. Actualmente existe una interferencia de precios muy importante, ventas de materia prima por debajo de los precios internacionales y subsidios gubernamentales que afectan la productividad y la competitividad de nuestros conacionales. No obstante, la mayor preocupación de los textileros coahuilenses y mexicanos son los altos índices de contrabando y prácticas ilegales de comercio que se presentan día a día. La industria textil y del vestido ha sido severamente agredida, lo que ha provocado que más de 220,000 trabajadores mexicanos, principalmente mujeres, perdieran su fuente de empleo. Consideremos en toda su dimensión, la gravedad de una realidad que en su conjunto aporta el 6% del PIB manufacturero, ocupa a más de 600 mil trabajadores en forma directa con lo que contribuye con cerca del 20% del empleo manufacturero y realiza, hasta ahora, exportaciones por más de 10 mil millones de dólares anuales. 

Hoy esas 600,000 fuentes de empleo están en riesgo, ante la persistencia del contrabando y la grave amenaza que representa, el que China se apodere ilícitamente de los empleos de los mexicanos, aunado a la falta de una política industrial efectiva que apoye el desarrollo de este sector. La situación de emergencia que enfrenta hoy en día y la prioridad de preservar las fuentes laborales, los organismos sindicales y las cámaras empresariales de la industria textil, así como, las centrales del sector obrero solicitan el apoyo para rescatar a esta industria y lograr que siga contribuyendo al crecimiento económico de México. Debemos actuar URGENTEMENTE, porque el contrabando ha tomado niveles sin precedentes en el mercado nacional: 6 de cada 10 prendas de vestir en México son ilegales. Los contrabandistas han conformado redes criminales y son más difíciles de combatir y a pesar de los embargos realizados por las autoridades aduaneras, el producto no ha sido destruido para evitar que estos retomen al mercado nacional. 

Otra gran amenaza es que, de acuerdo con lo establecido en el Acuerdo sobre los textiles y el Vestido de la Organización Mundial de Comercio (OMC), se tiene prevista la eliminación de las cuotas textiles en los principales mercados de exportación del sector, como Estados Unidos y la Unión Europea. Diversos estudios han demostrado, que de llevarse acabo esta eliminación, China se convertiría en el principal abastecedor mundial de productos textiles y de confección. Prueba de ello, es que en aquellos productos donde EE.UU., ha eliminado las cuotas textiles, China ha incrementado su participación de mercado en ese país hasta el 65% del total. 

La eliminación de las cuotas textiles de la OMC, provocaría la pérdida de 30 millones de empleo en distintos países del mundo, incluyendo México, que serían trasladados a China. Debido a este grave impacto negativo que tendrá la eliminación de las cuotas textiles, 90 organismos empresariales representantes de la industria textil y del vestido de 49 países lanzaron una iniciativa mundial, conocida como la Declaración de Estambul, para demandar a sus gobiernos que lleven acabo una reunión de emergencia a la Organización Mundial del Comercio, para analizar el impacto de eliminación a las cuotas textiles. Dicha iniciativa es apoyada por los trabajadores y empresarios del sector textil y de la confección de México. 

En el mercado interno, el Gobierno Federal impuso cuotas compensatorias a las importaciones de textiles y prendas de vestir procedentes de China, para evitar el daño a la industria por las prácticas desleales de este país. Durante el proceso de adhesión de China a la OMC, el Gobierno Federal negoció con este país que México podría mantener estas cuotas compensatorias durante 6 años, sin que pudieran ser impugnadas en la Organización Mundial de Comercio. Ese plazo vence en el 2007. Conforme a la Ley de Comercio Exterior, debe determinarse mantener o eliminar las cuotas compensatorias contra China. Ante la evidencia de las prácticas desleales utilizadas por la potencia exportadora que es China, resulta importante que estas cuotas compensatorias se mantengan para proteger a la industria mexicana. 

Por la verdadera emergencia que enfrenta la industria textil y del vestido, y la prioridad de salvaguardar las cerca de 600,000 fuentes de empleo formal que este sector sigue aportando a México, y en ejercicio de las facultades que nos otorga el Artículo 49 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado y con fundamento en los Artículos 248, 249, 250, 251 y demás relativos del citado ordenamiento, nos presentamos por este conducto para someter a la consideración de este pleno la siguiente: 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO:

PRIMERO.- Que se envíe, un atento exhorto al Ejecutivo Federal para que, de así considerarlo procedente; se lleven acabo las gestiones necesarias para que se suscriba un acuerdo que prolongue la aplicación de cuotas compensatorias a la importación de productos textiles de procedencia China, bajo la supervisión y aval de la Organización Mundial de Comercio. Así mismo, se le solicite al Ejecutivo federal, se lleve acabo una reunión con la Organización Mundial de Comercio en donde se analice el impacto que tendría la eliminación de cuotas textiles en nuestro País y los demás productores en el mundo. 

SEGUNDO.- Solicitar muy atentamente al Ejecutivo Federal tenga a bien intensificar las acciones para desmantelar a las redes de contrabandistas y sancionar penalmente a los delincuentes que continúan operando impunemente en nuestro país. 

TERCERO.- Que el presente punto de acuerdo se turne a la Comisión de planeación y Desarrollo, de este H. Congreso, para su estudio y dictamen. 

ATENTAMENTE,

Saltillo, Coahuila., a 4 de abril de 2006.

Por la Fracción Parlamentaria "JESÚS REYES HEROLES" , del Partido

Revolucionario Institucional.

DIP. RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDES

DIP. JOSE LUIS MORENO AGUIRRE

DIP. ALFIO VEGA DE LA PEÑA

DIP. JESUS MARIA MONTEMAYOR GARZA

DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO

DIP. LEOCADIO HERNANDEZ

LVII Legislatura

Proposición con Punto de Acuerdo

Que presenta la diputada, Silvia Guadalupe Garza Galván del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional, con objeto de que la Comisión del Trabajo estudie, evalúe y, en su momento dictamine la necesidad de pedir a esta Soberanía que Exhorte a la Dirección Estatal de Protección Civil, y a sus similares en los municipios; con objeto de que realicen una investigación de todas las empresas que manejen productos inflamables y explosivos para la realización de su giro, y verificar si cumplen con las medidas de seguridad y normas conducentes. 

De Pasta de Conchos a Takata, las diferencias son varias, allá hubo pérdidas humanas, acá sólo materiales, allá la prensa nacional e internacional dio realce a las notas, acá muy fue mucho menos. Sólo una cosa es igual en ambos casos: Quedó en evidencia de nueva cuenta, el fracaso y la farsa que es la seguridad industrial y laboral. Comisiones Mixtas de Seguridad, Inspectores del Trabajo y, Organismos de Protección Civil, vuelven a quedar en entre dicho. Me llena de asombro y de pena escuchar los "razonamientos" que hacen los directivos de la empresa y algunas autoridades locales, al afirmar que: "Es todo un éxito que no haya habido muertos".. Éxito sería que esta explosión o cadena de explosiones simplemente no hubiera ocurrido, que miles de personas no hubieran tenido que ser evacuadas, que Takata no hubiera quedado semidestruida; Eso sí es un éxito. Se supone que si contara la empresa con un estricto programa de normas y reglas de seguridad, entonces la explosión debió ocurrir en un lugar tan distante que no dañara a nadie, ni a su propia nave industrial, y mejor dicho, no debió ocurrir nunca. Todo es cuestión de ponernos en el enfoque adecuado. Eso no debió pasar y punto. Las medidas de seguridad son para prevenir que las cosas no sucedan, no para arreglarlas cuando ya ocurrieron. 

¿Hasta cuándo vamos a seguir sufriendo explosiones, derrumbes y tragedias? ¿Deben vivir con temor y angustia todos aquellos que tengan la desgracia de habitar cerca de empresas como Takata?, ¿debemos esperar un nuevo "golpe de suerte" para que no haya muertos?...Yo creo que no. 

Otra vez las autoridades y los alcaldes de los municipios cercanos nos van a decir que no pasará de nuevo. y sin duda, habrá más tragedias en el futuro. Es momento de hacer cosas de fondo, más allá de echarse la culpa unos con otros, de tratar de lucrar políticamente, o de hacerse las víctimas de la federación. Debemos analizar todas las posibilidades jurídicas y legislativas a nuestro alcance; recordemos que la próxima vez, un familiar, amigo o persona querida nuestra puede ser la afectada. Reflexionemos que en nuestras manos esta la posibilidad de hacer algo, por lo menos reducir los riesgos y mejorar los programas o medidas de seguridad. No necesitamos ser secretarios del trabajo ni gobernadores ni diputados federales para exigir la correcta aplicación de la ley, para denunciar las violaciones y para proponer nuevas leyes federales o estatales, nuevos programas, nuevas figuras. 

Si bien el artículo 527 de la Ley Federal del Trabajo en su numeral 12, establece que la Industria Automotriz y la de Partes Eléctricas y Mecánicas de la misma están bajo el orden federal en materia de aplicación de normas laborales, entre las que se encuentran las de seguridad; es igualmente cierto que el artículo 527 A, señala que: “En la aplicación de las normas de trabajo referentes a la capacitación y adiestramiento de los trabajadores y las relativas a seguridad e higiene en el trabajo, las autoridades de la Federación serán auxiliadas por las locales, tratándose de empresas o establecimientos que, en los demás aspectos derivados de las relaciones laborales, estén sujetos a la jurisdicción de estas últimas." 

y por otra parte: 

Artículo 512-B.- En cada Entidad Federativa se constituirá una Comisión Consultiva Estatal de Seguridad e Higiene en el Trabajo, cuya finalidad será la de estudiar y proponer la adopción de todas aquellas medidas preventivas para abatir los riesgos en los centros de trabajo comprendidos en su jurisdicción. 

Dichas Comisiones Consultivas Estatales serán presididas por los Gobernadores de las Entidades Federativas y en su integración participarán también representantes de las Secretarías del Trabajo y Previsión Social y Salubridad y Asistencia y del Instituto Mexicano del Seguro Social; así como los que designen las organizaciones de trabajadores y de patrones a las que convoquen, conjuntamente, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Gobernador de la Entidad correspondiente. 

El representante de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social ante la Comisión Consultiva Estatal respectiva, fungirá como Secretario de la misma. 

Así mismo, el artículo 529 Fracción IV refiere el deber que tienen las entidades federativas para denunciar o reportar las violaciones a las medidas de seguridad e higiene industrial ante la Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 

En cuanto a lo que sí es competencia del estado y lo que no, que tantos dolores de cabeza y conflictos ha generado entre el gobierno del estado y la federación, y en relación directa a lo que previene el artículo 527 Apartado A, está claro que es jurisdicción del estado por medio de la Dirección Estatal de Protección Civil, el vigilar y prevenir todos los potenciales desastres que pongan en riesgo a la población, población como la de las colonias aledañas a la Empresa Takata, que de ahora en adelante vivirán con angustia, al saber que en el citado establecimiento, se manejan explosivos e inflamables en grandes cantidades. 

Para apoyar lo anterior, remito de manera textual el siguiente precepto de la Ley Estatal de Protección Civil 

Artículo 11, Corresponde, en el ámbito de su competencia, al Director Estatal de Protección Civil: 

Fracción VII: "Vigilar y supervisar en coordinación y participación conjunta con los ayuntamientos, que las instalaciones y actividades de cualquier índole que impliquen un riesgo potencial para la población, cumplan con las medidas de prevención y protección civil; 

Situación que se reitera en otros preceptos del mismo ordenamiento. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, presentamos a esta soberanía la siguiente: 

Proposición con Punto de Acuerdo

Primero.- Que esta soberanía faculte a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para que en el ámbito de su competencia estudie, evalúe y dictamine en su caso, la necesidad de que esta Asamblea Exhorte a la Dirección Estatal de Protección Civil, para que con apoyo de las respectivas direcciones municipales realice un estudio acerca de todas las empresas que en cada localidad del estado, manejen de forma principal o secundaria: Explosivos, inflamables o sustancias y agentes similares, y cuál es el riesgo potencial para los trabajadores y habitantes de los alrededores si se presentan siniestros. 

Segundo.- Que de los resultados anteriores se levante un censo o padrón de dichas empresas y sus riesgos potenciales. 

Tercero.- Que sean solicitados por conducto del Presidente de la Junta de Gobierno a todas las autoridades involucradas los informes relativos a la tragedia de Takata y sus causas. Esto de acuerdo a las facultades que le confiere el Artículo 91, Fracciones IV y VII. De la Ley Orgánica del Congreso. Y, 

Cuarto.- Que de todos los resultados anteriores se rinda un informe detallado a esta Soberanía para que pueda a su vez, realizar todos los exhortos necesarios a las autoridades involucradas. 

Por las características del caso, en cuanto a saber lo qué pasó en realidad en Takata, y para evitar que se diluyan los hechos y la verdad con el paso del tiempo. Solicitamos que la presente proposición sea tomada como de Urgente y Obvia Resolución. 

Fundamos esta petición en el hecho de que como diputados locales juramos guardar y hacer guardar la Constitución General de la República, las leyes que de ella emanen, y la Constitución Política de Coahuila. Además de lo previsto en los artículos 49, Fracciones I y IV, 91, Fracciones IV y VII, l23, Fracción I, 248, 249 y 252 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila. 

A t e n t a m e n t e

Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción

Nacional

Saltillo Coahuila, a los cuatro días del mes de Abril de 2006.

Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

José Antonio Jacinto Pacheco
Luis Alberto Mendoza Balderas

Jesús Manuel Pérez Valenzuela
Luis Gurza Jaidar

José Ignacio Maynéz Varela
Jorge Arturo Rosales Saade

José Francisco Cortés Lozano
César Flores Sosa

H. CONGRESO DEL ESTADO DE

COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

Recientemente llegó a mis manos un documento elaborado por la Asociación de  Usuarios del Agua de Saltillo, mejor conocido, como AUAS, el cual, para quienes no los conocen es un organismo ciudadano  que participa activamente en todo lo relacionado con el vital liquido a que nos referimos.

En dicho documento se plasma un estudio pormenorizado, en el que la Asociación, establecen una serie de cuestiones relativas a la constitución y funcionamiento de la empresa mixta Aguas de Saltillo, empresa a la que han dado seguimiento desde su constitución y hasta la fecha.

El objetivo del documento,  es precisamente el realizar en forma puntual una serie de cuestionamientos a la empresa en mención, dentro de los señalamientos y denuncias que realizan los integrantes de la organización  se encuentran los siguientes:

Violaciones a la  Constitución y a varias leyes y normas; presentación de información falsa  e incongruente entre un documento y otro; aumentos indebidos de tarifas; violación del derecho humano al agua  y de los derechos laborales de los trabajadores; sobre-explotación de los pozos de los que se surte de agua la ciudad; abastecimiento de agua no potable a los usuarios; incumplimiento de las metas establecidas al inicio de la gestión de la empresa; un  faltante aparente en los ingresos reportados en las cuentas públicas; falta de transparencia, entre otros. Cabe precisar que cada uno de los señalamientos se encuentran explicados en forma  detallada en el documento que se anexa, por lo cual y debido a lo extenso del mismo no los menciono con detenimiento en este momento.

Cabe señalar que quienes conforman esta asociación han buscado en forma reiterada un acercamiento con las autoridades municipales para que les brinden una explicación,  lo anterior debido a que se trata precisamente de una empresa paramunicipal y por tanto, las autoridades municipales, deberían contar con información de primera mano y que además deberían estar dispuestos a brindarla a los ciudadanos que así lo requieran, sin embargo contrario a esto, no han encontrado respuesta a sus preguntas, por lo anterior considero que es necesario que el asunto sea tomado por las comisiones de esta H. Congreso del Estado, para analizar a fondo esta denuncia ciudadana que sin duda debe preocuparnos a todos. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo establecido por el artículo 67 fracción XX de la Constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza,  y los artículos  248, y 249  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, presentó los siguientes:

PUNTOS DE ACUERDO:

PRIMERO.- Que  en atención a la gravedad social de los hechos que motivan el presente documento se considere la propuesta aquí plasmada  de urgente u obvia resolución, lo anterior con fundamento en lo establecido por el artículo 252 con relación al artículo 198 ambos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.  

SEGUNDO.-   Que  el presente punto de acuerdo  con sus anexos sea enviado a las siguientes comisiones:  de Gobernación y Puntos  Constitucionales para conocer,  analizar y dictaminar, sobre  los señalamientos que en el  anexo se mencionan dentro del apartado de “aspectos jurídicos”; Comisión de Hacienda y Cuenta Pública  para conocer, analizar y dictaminar,   sobre los señalamientos que en el anexo se mencionan  dentro del apartado  denominado “aspectos financieros”; Comisión del Agua para conocer, analizar y dictaminar sobre  los señalamientos que en el anexo se mencionan dentro del apartado de “aspectos técnicos”; Comisión  de Trabajo y Previsión Social  para conocer, analizar y dictaminar sobre los señalamientos  que en el anexo se mencionan dentro del apartado de “aspectos sociales”. Lo anterior con fundamento en los artículos 103, 106,  113, y 123 de la Ley Orgánica  del Congreso del Estado Independiente, Libre   y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

ATENTAMENTE

SALTILLO, COAH., A 4  DE ABRIL   DEL 2006.

DIP. JORGE ARTURO ROSALES SAADE

ANEXO

Cuestionamientos Ciudadanos a la Gestión de

un Sistema de Agua Semiprivatizado:

AGUAS DE SALTILLO, S. A. DE C. V. 

por

Asociación de Usuarios del Agua de Saltillo (AUAS)
Febrero de 2006

INTRODUCCIÓN

Este documento es producto de un trabajo de investigación sobre la gestión del organismo operador de la ciudad de Saltillo, Coahuila, realizado en el año 2005 por la Asociación de Usuarios del Agua de Saltillo (AUAS).  AUAS es un grupo ciudadano que le ha dado seguimiento –durante más de cinco años- al proceso de semiprivatización del sistema de agua de nuestra ciudad, y a la operación de la empresa mixta Aguas de Saltillo, S.A. de C.V. (AGSAL),  que se formó como resultado del mismo.  

Para los usuarios, los efectos de esta semiprivatización han sido principalmente: 1) el control administrativo y técnico del organismo operador está ahora en manos del socio minoritario –la transnacional Aguas de Barcelona-; y el recurso se ha convertido en un negocio, 2) se han dado aumentos indebidos de tarifas por consumo y por servicios, cortes del servicio de agua, malos tratos y abusos, 3) se ha minimizado la importancia del uso sustentable del agua, y 4) las autoridades responsables y el Consejo de Administración han hecho caso omiso de las quejas ciudadanas.

La información que se revisó durante el desarrollo de este trabajo incluye: 1) las respuestas a varias solicitudes de información realizadas a la empresa, por miembros del grupo AUAS, las cuales fueron obtenidas en su mayor parte a través de recursos de reconsideración al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información (ICAI)-; 2) las respuestas de AGSAL a un cuestionario elaborado por la Universidad Autónoma Metropolitana; 3) los resultados de una auditoría practicada a la empresa por la Contaduría Mayor de Hacienda (CMH) del Congreso del Estado, para el periodo octubre de 2001 a diciembre de 2002; 4) la legislación federal y estatal vigente; 5) documentos y datos publicados por AGSAL en su página web, y 6) artículos relevantes publicados en los periódicos locales El Diario de Coahuila, Palabra y Vanguardia. 

El resultado de la evaluación comparativa que se realizó, da pautas para establecer cuestionamientos sobre la veracidad de los informes oficiales, y sobre el cumplimiento de la empresa con los compromisos establecidos en los contratos de asociación y de asistencia técnica, y con varios aspectos legales.  Estos puntos ameritan una explicación, la cual hemos solicitado al alcalde de Saltillo y a los representantes del municipio en el Consejo de Administración de AGSAL, en diferentes ocasiones, sin obtener respuestas adecuadas. 

1. 
ANTECEDENTES DE LA PARTICIPACIÓN PRIVADA EN ORGANISMOS OPERADORES DE AGUA

1.a 
En México

La participación del sector privado en los organismos operadores de agua en México se ha dado, hasta el momento, sólo en seis ciudades, bajo tres modalidades diferentes: 

1) contratos de servicios (Cd. de México y Puebla)

2) concesiones (Aguascalientes, Cancún y Navojoa), y

3) empresa mixta (Saltillo). 

Los casos de la Cd. de México, Aguascalientes y Cancún tienen ya más de diez años en operación; el de Saltillo cumplirá cinco el 1° de octubre del 2006.

La Comisión Nacional del Agua ha estado promoviendo la participación de empresas privadas de agua en los organismos operadores, por medio de su programa “PROMAGUA”.   En los Diagnósticos de Planeación Integral de los organismos operadores (OO’s) que se llevan a cabo en la primera etapa de este programa, se recomienda ”evaluar las condiciones técnicas, económicas y financieras del OO, para determinar la conveniencia de promover una participación privada integral, como puede ser la Concesión o la Empresa Mixta (el subrayado es nuestro)”.  
1b.   En Saltillo

La operación del sistema de agua de la ciudad de Saltillo estaba, antes de su semi-privatización en octubre del 2001, a cargo de SIMAS-Saltillo, organismo público descentralizado de la administración pública municipal, creado en 1997.  Durante los quince años anteriores, había estado bajo la administración de un organismo estatal, Servicios de Agua Potable y Alcantarillado de Coahuila (SAPAC), el cual cambió su nombre en 1994 a Comisión Estatal de Agua y Saneamiento de Coahuila (CEAS). 

A diferencia de la mayor parte de los organismos operadores en México, SIMAS-Saltillo reunía varias condiciones favorables, que lo hacían una empresa atractiva para la participación privada, entre ellas: 1) La cobertura del servicio de agua potable era de 95%, y la cobertura de medición de 92%, y 2) La eficiencia física era de 46%, la de cobranza de 70%, y la global de 32%; pero, a pesar de sus ineficiencias, el sistema estaba en equilibrio financiero. 

A principios del 2001 se introdujeron varias modificaciones a la “Ley para los Servicios de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza”, que consideraban, entre otros asuntos: 1) que empresas paramunicipales pudieran hacerse cargo de la prestación del servicio de agua y drenaje, y 2) que el organismo operador pudiera suspender el servicio de agua a los usuarios morosos. 

Además, las autoridades locales promovieron la participación privada, y le hicieron un regalo adicional a la empresa mixta: los edificios públicos, que hasta entonces no pagaban el agua, lo empezarían a hacer una vez que se semi-privatizara el sistema.

2. 
BREVE HISTORIA DEL PROCESO DE SEMI-PRIVATIZACIÓN DEL SISTEMA DE AGUA DE SALTILLO 

En marzo del 2000, representantes de la empresa española Aguas de Barcelona empezaron a visitar las oficinas de SIMAS- Saltillo, para conocer su operación.  A mediados del mismo año, el Mpio. de Saltillo contrató a una empresa consultora (Freese Nichols –FN-) para evaluar diferentes esquemas de participación de empresas privadas en sistemas de agua. En sus presentaciones, FN favoreció el esquema de empresa mixta, resaltando sus ventajas y ocultando sus desventajas.  

El proceso de formación de la empresa mixta fue criticado por la falta de participación ciudadana efectiva, ya que el acceso a los foros organizados por la Presidencia Municipal fue limitado a grupos restringidos.  Las votaciones que se dieron en el seno del Consejo de SIMAS y en el Cabildo de Saltillo se hicieron sobre la base de información muy limitada, y después de un fuerte cabildeo del Presidente Municipal a favor de la empresa mixta. 

El proceso de licitación fue conducido por Arthur Andersen, en ese entonces asesor contable de Aguas de Barcelona (AGBAR), única empresa que presentó una propuesta y ganó el proceso de licitación. 

En agosto de 2001, el Cabildo de Saltillo aprobó la asociación del municipio con AGBAR, cuya oferta financiera fue de $81.9 millones, para hacerse dueña del 49% de las acciones del sistema de agua de la ciudad.  Cabe anotar que en los dos años anteriores, los gobiernos estatal y municipal y la Comisión Nacional del Agua habían hecho, en el sistema de agua de Saltillo, inversiones superiores a la oferta de AGBAR. El valor en libros de SIMAS-Saltillo era entonces de $453 millones, pero el piso financiero fijado por Arthur Andersen fue de $80 millones.  El contrato de asociación se firmó con INTERAGBAR de México, compañía constituida en la Cd. de México el 25 de julio del 2001, cuyos socios eran: Aguas de Barcelona (que poseía el 51% de las acciones), e INTERAGUA, Servicios Integrales del Agua, a la que le correspondía el otro 49%.  A pesar de que varias personas e instituciones han tratado de conseguir el acta constitutiva de INTERAGBAR de México, ésta ha sido sistemáticamente negada, aduciendo que tiene una cláusula de secrecía de cinco años.

La formación de la empresa mixta creó muchas expectativas entre los saltilllenses ya que, aparte de la promesa de que se inyectaría capital fresco al sistema, se prometió mejorar substancialmente y en forma rápida la gestión del mismo (de acuerdo a los siguientes indicadores: eficiencias física y de cobranza, porcentaje de usuarios con servicio diario, número de horas de servicio promedio, cobertura de agua y alcantarillado), con el compromiso adicional de no aumentar las tarifas de agua y drenaje por encima del Índice Nacional de Precios al Consumidor.

3.  CUESTIONAMIENTOS CIUDADANOS A LA GESTIÓN DE AGSAL

A más de cuatro años de formación de la empresa mixta, son evidentes algunas mejoras en los aspectos administrativos del sistema.  Sin embargo, la investigación que hemos realizado demuestra que el costo para Saltillo y para los usuarios ha sido muy alto. En las secciones siguientes presentamos –en forma resumida- los puntos principales que hemos encontrado.  Disponemos de los documentos correspondientes que sustentan la  información aquí presentada, los cuales están a disposición de los interesados.

*Clasificamos en cuatro tipos los cuestionamientos a la gestión de Aguas de Saltillo: 1) jurídicos, 2) técnicos, 3) sociales y 4) financieros.
3.1  Aspectos jurídicos 

A pesar de que AGSAL indica que se apega estrictamente al marco jurídico existente, hemos observado las siguientes incongruencias:

· El cambio que se hizo al artículo 84 de la Ley de Aguas del Estado en el 2001 (”...si la mora en el pago es de tres meses, se suspenderá totalmente el suministro de agua
...”), contraviene el artículo 121 de la Ley General de Salud y el artículo 101 de la Ley Estatal de Salud, los cuales establecen que “...no podrán suprimir la dotación de servicios de agua potable y avenamiento de los edificios habitados...”.

· AGSAL ha violado en la práctica el derecho humano al agua, reconocido a nivel internacional en diferentes tratados ratificados por nuestro país, al suspender el abasto del líquido a los usuarios morosos. 

· El cobro del servicio de agua y drenaje a los edificios públicos contraviene el artículo 115, fracción IV, inciso c, de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, el cual indica que los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, que sean utilizados para fines administrativos o propósitos de su objeto público, estarán exentos del pago de servicios.

· AGSAL se valió de manera indebida de un decreto estatal -el No. 47 de 1983- para condensar los rangos de tarifas (de 16 a 10), y hacer aumentos indebidos a los usuarios de las partes baja y media de los nuevos rangos.  Este artículo aplica sólo a los organismos operadores que en el 2001 no se habían municipalizado, lo cual no era el caso para el de Saltillo (ver artículo transitorio tercero de la Ley de Aguas de Coahuila).

· AGSAL ha incumplido con varios artículos del Decreto No. 295 -que creó el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Saltillo- y de la Ley de Aguas de Coahuila.  De esta última se han violado, por ejemplo: 1) los artículos 24, 28 y 29, por no haber hecho los nombramiento de Gerente y Consejeros del OO de acuerdo a lo estipulado en estos artículos. (Por ejemplo, el Gerente General fue designado por la Asamblea de Accionistas, y no fue propuesto al Consejo); 2) el 25 por no haber cumplido con la periodicidad establecida para las reuniones ordinarias del Consejo; 3) el 32 por la falta de cumplimiento del Comisario del OO con todas sus obligaciones, y 4) el 74 por no haber publicado las tarifas de agua y drenaje en la Gaceta Municipal en forma mensual. Además, la empresa ha estado efectuando el cambio de tomas domiciliarias y de medidores (aunque no estén dañados) con cargo a los usuarios, contraviniendo lo establecido en los artículos 58 y 73 de la ley estatal. Desde el 1° de diciembre de 2002, AGSAL aumentó las tarifas en 5% para “dar mantenimiento a los medidores”. A pesar de que el Consejo acordó que este aumento sustituiría el cargo que se venía haciendo por concepto de cambio de medidores, se sigue cobrando a los usuarios en caso de que se dañe el aparato. 
· En su respuesta al cuestionario de la UAM(UAM, 2005), AGSAL sólo cita el Contrato de Asociación, entre los acuerdos asociados al servicio. Este contrato ha sufrido varios cambios, que no aparecen en la versión publicada en la página web de AGSAL.  Además, se firmó un “Contrato de Asistencia Técnica” (Ver sección siguiente).

3.2  Aspectos técnicos

De acuerdo al “Contrato de Asistencia Técnica”, el socio privado de AGSAL (INTERAGBAR) debe proveer servicios técnicos, que comprenden: Implantación y soporte de tecnología de clase mundial; contratación, empleo y capacitación de funcionarios; políticas y sistemas de financiamiento, sistema tarifario y cobranza; y demás actividades enfocadas a la excelencia del organismo, entre otras.  Pero:

· Las respuestas que dio AGSAL al cuestionario de la UAM(UAM, 2005) indican que la “tecnología de punta” prometida por INTERAGBAR deja mucho que desear, y que la “excelencia del organismo” está lejos de lograrse.  

· Una auditoría realizada a AGSAL por la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado, para el periodo octubre de 2001 a diciembre del 2002, detectó incumplimiento en la capacitación de los empleados.

· En ninguno de los documentos publicados por la empresa se informa sobre la disponibilidad promedio de agua en horas/día –debería ser de 16 al final del 4° año, de acuerdo al Contrato de Asistencia Técnica-. 

· AGSAL prometió, al inicio de su gestión, que el porcentaje de usuarios con servicio diario de agua sería de 100% al finalizar el primer año; al final del 2004 era de 67%.  

· La empresa no ha obtenido, en ninguno de los años de su gestión, el “Certificado de Calidad Sanitaria del Agua Potable”, requerido por la Secretaría de Salud.  

· Los documentos de la empresa que hemos tenido oportunidad de revisar (ICAI, 2005 y AGSAL, 2005), p.e. el “Plan de Contingencias”, el “Programa de Conservación, Rehabilitación y Mantenimiento Regular de la Infraestructura del Sistema de Abastecimiento y Distribución”, y el “Manual de Seguridad” son muy deficientes.

Según la información que presenta AGSAL en sus memorias anuales, las eficiencias han mejorado mucho desde que se inició su gestión en el 2001, como se indica en la tabla siguiente.


Eficiencias de SIMAS-Saltillo (2001) vs. las de AGSAL (2004)

Eficiencia 
2001 
2004

Física 1, EF1 (m3 medidos –distribuidos- / m3 extraídos) 
46% 
56%

Física 2, EF2 (m3 facturados / m3 extraídos)
N.D.
66.9% 

De cobranza, EC (m3 cobrados / m3 facturados)
65% 
95%

Global para la eficiencia física 1, EF1*EC
30% 
53.2%

Global para la eficiencia física 2, EF2*EC
N.D.
63.5%

N.D.: No Disponible

Fuentes: Memorias Anuales 2003 y 2004 de Aguas de Saltillo, disponibles en www.aguasdesaltillo.com y respuesta a una solicitud de información (EF2 para el 2004) (ICAI, 2005).
Sin embargo:

· Existe incongruencia entre el valor de la eficiencia física 1 obtenida al dividir los datos para los metros cúbicos distribuidos y los extraídos en el 2004 (23.5 vs. 53.2 millones), que proporcionó AGSAL a la UAM(UAM, 2005), el cual es de 44%, dato muy inferior al de 56% que presenta la empresa en su memoria anual del mismo año.

· La eficiencia de cobranza sí ha aumentado mucho, debido a la reforma que se hizo a la Ley de Aguas del Estado de Coahuila en el 2001, por el temor de los usuarios a la suspensión de un servicio tan vital.  Sin embargo –como se mencionó en la sección 3.1-, los cortes del servicio violan el derecho humano al agua y las Leyes General y Estatal de Salud.

· Estos aumentos en eficiencia le valieron a AGSAL la obtención del segundo lugar en la categoría de organismos macros (más de 100,000 tomas) del “Premio Nacional de Eficiencia en Agua Potable 2004” otorgado por la Asociación Nacional de Empresas de Agua y Saneamiento (ANEAS) y la Comisión Nacional del Agua (CNA).  Por las razones mencionadas en los dos párrafos anteriores consideramos que dicho premio fue inmerecido.

Calidad del agua potable

Aunque las memorias y boletines de la empresa señalan que el agua potable de Saltillo no tiene ningún problema de calidad, la que se distribuye a los usuarios no siempre cumple con los límites de la norma NOM-127-SSA1-1994, reformada en el 2000, “Salud ambiental. Agua para uso y consumo humano. Límites permisibles de calidad y tratamientos a que debe someterse el agua para su potabilización”.  Esta norma exige la determinación de 46 parámetros, pero la empresa mide en forma diaria sólo los coliformes totales y fecales y el cloro residual libre; y ocasionalmente determina otros 12-15 parámetros.  Tuvimos oportunidad de revisar todos los análisis de agua potable de la empresa para el periodo 2001-2005, pero no encontramos ninguno completo, en ningún punto de la red.  Los análisis que se realizan en el laboratorio interno del organismo operador indican incumplimientos con los límites de la norma 127 en varios casos para algunos parámetros; por ejemplo, sólidos disueltos totales, sulfatos, dureza total y olor. Además, durante la gestión de AGSAL se han incorporado al sistema nuevos pozos que no cumplen con los requerimientos de la norma 127.  

Otros aspectos técnicos

Los acuíferos de los que Saltillo se surte de agua están sobre-explotados, según el “Ordenamiento Ecológico del Estado de Coahuila” e información proporcionada por la Comisión Nacional del Agua.  Sorprende que el Gerente de AGSAL haya declarado (Vanguardia, Julio 26 de 2005) que “... Saltillo tendría agua en forma permanente…para siempre”.   Esta declaración indica una grave irresponsabilidad por parte de este funcionario, ya que pone en riesgo el futuro de la ciudad.  También es preocupante que la empresa no propicie la conservación y ahorro de agua entre los usuarios. 

3.3 Aspectos sociales

3.3.1.- Relación de la empresa con sus trabajadores

A pesar de que la empresa reporta una relación cordial y sin complicaciones con el sindicato, los siguientes hechos lo contradicen: 

· Un grupo importante de trabajadores del Sindicato de Aguas de Saltillo realizaron manifestaciones públicas a fines de marzo de 2005, para manifestar su inconformidad con las condiciones laborales y el trato patronal. A los organizadores de la protesta se les despidió.

· En total se han despedido alrededor de 100 trabajadores sindicalizados desde la creación de AGSAL.

· Los despedidos han denunciado malos tratos, actos de intimidación y advertencias por parte de funcionarios de la paramunicipal, y han indicado que los finiquitos han sido mucho menores que lo que les corresponde en base a su salario y sus años de trabajo. 

· Los trabajadores sindicalizados que permanecen al servicio de AGSAL han recibido instrucciones de no hacer comentarios sobre la empresa, bajo la amenaza de despido.

3.3.2.- Relación política con las autoridades locales y los ciudadanos

a.  El Consejo de Administración 

El Consejo de Administración es el órgano rector de Agsal.  Está integrado por 9 consejeros, 5 de ellos designados por el socio público mayoritario y 4 por el socio privado.  El Presidente Municipal funge como Presidente Honorario del Consejo, con voz pero sin voto. 

Los Consejeros designados por el socio público (Ayuntamiento) son ciudadanos destacados de la sociedad civil, todos ellos empresarios que no representan ningún organismo, no tienen formación ni experiencia técnica en cuestiones de agua, ni han demostrado sensibilidad social. 

Las actas de las reuniones del Consejo indican que las propuestas del Gerente se aprueban por unanimidad, por lo general sin ningún cuestionamiento por parte de los Consejeros. De las actas resulta evidente que el Gerente ha presentado información falsa.  Varios Consejeros se han quejado de que durante varios años no recibieron copia de estas actas.  

Como ya se mencionó en la sección 3.1, el Consejo de Administración de AGSAL se reúne cada tres meses, en lugar de una vez por mes, como lo estipula la Ley de Aguas del Estado de Coahuila.  

b.  El Presidente Municipal y el Cabildo 

La participación del Municipio en la gestión de AGSAL no es informada ni activa, ya que sus funcionarios no se han preparado para llevar a cabo el papel que les corresponde en la empresa mixta.  Tampoco han asumido su responsabilidad de defender los intereses de la ciudadanía.  El Presidente Municipal de Saltillo y el representante del Gobernador renunciaron desde el 2002 a su puesto en el Consejo de AGSAL, dejándolo en manos de empresarios locales. 

Integrantes de la Asociación de Usuarios del Agua de Saltillo (AUAS) y de otros grupos ciudadanos hemos sostenido dos audiencias públicas con el alcalde en turno, el cual se vio obligado a concederlas porque le fueron solicitadas en fundamento a la Ley de Participación Ciudadana del Estado. Sin embargo, la respuesta a nuestras inquietudes ha sido prácticamente nula.  

El anterior gobernador del estado, al igual que el actual, y los dos últimos alcaldes de Saltillo han defendido incondicionalmente a Aguas de Saltillo, ignorando las quejas de la ciudadanía relacionadas con la actuación de esta empresa.  

El Contralor del Municipio, que es Comisario de AGSAL, no ha cumplido a cabalidad con sus obligaciones, como lo indicó la auditoría realizada por la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado. Para subsanar esto se creó a fines del 2004, a sugerencia del titular de esta dependencia, una contraloría interna de AGSAL.  Hasta la fecha, no se ha publicado ningún informe de trabajo de esta oficina.

En agosto del 2004 (casi tres años después de la creación de AGSAL) se efectuó la primera reunión informativa de la empresa para los regidores del R. Ayuntamiento de Saltillo.  

c. El Congreso del Estado

La Contaduría Mayor de Hacienda (CMH) del Congreso del Estado tiene a su cargo la revisión de las cuentas públicas de AGSAL. 

A principios del 2003, el Congreso del Estado instruyó a esta dependencia que llevara a cabo una auditoría a la empresa, para el periodo octubre de 2001 a diciembre de 2002.  Según el dictamen correspondiente (Congreso del Estado, 2004), en esta auditoría se detectaron varias irregularidades de tipo financiero y legal, principalmente: 

· obras no reportadas al Consejo de Administración, o que no cuentan con contrato ni expediente unitario; 
· adquisición de vehículos, sin haber llevado a cabo el procedimiento establecido; 

· cobro de una comisión del 15%, por concepto de recuperación de la cartera vencida de SIMAS Saltillo; 

· fijación de sueldos y prestaciones de los funcionarios españoles sin tener en cuenta el procedimiento que establece el Acta Constitutiva de la Sociedad, y sin aprobación del Consejo de Administración; 

· reforma indebida de varios artículos de los Estatutos de la empresa mixta; incumplimientos del Contrato de Asistencia Técnica; e 

· incremento de las tarifas en un monto por demás superior al INPC; entre otras. 

La auditoría mencionada tardó casi año y medio en completarse porque la empresa no entregaba la información solicitada, según lo indicó el Contador Mayor de Hacienda.  En el dictamen del Congreso, presentado en junio del 2004, se solicitó al municipio que diera respuesta puntual a cada uno de los puntos de la auditoria.  A finales del 2005, un poco antes del cambio de la legislatura local, las cuentas públicas de AGSAL para el periodo de la auditoría fueron aprobadas en una sesión maratónica, junto con casi 250 cuentas más. Según nos lo indicó un integrante de la Comisión de la CMH del Congreso del Estado, ellos no tuvieron oportunidad de revisar las respuestas de las autoridades municipales al dictamen de la auditoría. 

d. Los ciudadanos

Los ciudadanos saltillenses hemos sido objetos de abusos y mentiras por parte de la empresa.  No sólo han aumentado las tarifas de agua y drenaje (ver punto 3.4.1); también los costos de conexión a estos servicios se han triplicado.  Además, AGSAL viola el derecho humano al agua de sus usuarios, al suspender el servicio a los que tienen rezagos de 2-3 meses en el pago.  También les cobra una multa por reconexión.

Desde que AGSAL inició sus operaciones, la participación ciudadana en la empresa se ha limitado a los cinco consejeros empresarios, cuya comunicación con el resto de la ciudadanía es prácticamente nula.  De las diferentes reuniones formales e informales que miembros de grupos ciudadanos hemos tenido con el Alcalde de la ciudad y con algunos consejeros y regidores, lo único que hemos obtenido han sido promesas incumplidas, con excepción de una disminución parcial en las tarifas para los usuarios domésticos, y la restitución de parte de lo que la empresa ha estado cobrando indebidamente por consumo desde el 1° de mayo del 2002 (ver sección siguiente).

3.4  Aspectos financieros 
3.4.1.- Tarifas 

En las presentaciones de AGSAL se indica que las tarifas se actualizan en forma mensual en el mismo porcentaje que la inflación (determinada por el Índice Nacional de Precios al Consumidor, INPC).  Sin embargo, ha habido varios aumentos de tarifas por encima de ese índice.  Algunos de éstos (10% a partir del 1° de mayo del 2002, y 5% a partir del 1° de diciembre del mismo año), fueron señalados en la auditoría que practicó a la empresa la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado para el periodo 2001-2002.  La Asociación de Usuarios del Agua de Saltillo (AUAS) denunció otros incrementos irregulares (condensación de rangos a partir del 1° de abril del 2003 –aplicando a todos los usuarios en el nuevo rango las tarifas correspondientes al rango anterior más alto-; y 1% por mes en mayo, junio y julio del mismo año).  

El aumento total en las tarifas, de mayo de 2002 a agosto de 2004, fue de 32-68% aproximadamente, mientras que el Índice Nacional de Precios al Consumidor sólo se incrementó en 10.67%. 

En octubre del 2004, el Cabildo de Saltillo acordó: “Disminúyanse las tarifas a la brevedad posible al no estarse de acuerdo con los montos cobrados indebidamente por encima de la inflación por parte de la Empresa Paramunicipal Aguas de Saltillo, S.A. de C.V. y el dinero que se cobró de más indebidamente, reintégrese a los usuarios con el interés correspondiente en un tiempo razonable.”.  A partir de diciembre de ese año, hubo una rebaja en las tarifas para los usuarios domésticos, y unos dos meses después se empezó a retornar a estos usuarios una parte de los sobrecobros, en 24 mensualidades.  Pero estas cantidades, que no consideran ningún interés –contraviniendo el acuerdo del cabildo- corresponden por lo general al 19-40% de los aumentos o sobrecobros totales que ha hecho la empresa para estos usuarios.  Para los usuarios comerciales, industriales y gubernamentales no se hizo ninguna rebaja de tarifas, y la devolución del dinero cobrado de más es aproximadamente la cuarta parte del porcentaje que se está devolviendo a los usuarios domésticos (5-10% de los sobrecobros).

La tabla siguiente, tomada de las respuestas de AGSAL al cuestionario de la UAM, presenta el monto, los metros cúbicos facturados, y las tarifas promedio de AGSAL en el 2004 para los diferentes tipos de usuarios.

METROS CÚBICOS DISTRIBUIDOS Y MONTOS FACTURADOS 

EN EL 2004 POR AGSAL 

	 Tipo de usuario
	Doméstico
	Comercial
	Industrial
	Público
	Ejidos 
	Totales

	Monto facturado ($) (1)
	$119,713
	$39,193
	$15,799
	$14,595
	$454
	$189,754

	m3 distribuidos (medidos) (1)
	19,561
	2,048
	430
	721
	715
	23,475

	m3 facturados (2)
	23,368
	2,447
	514
	861
	854
	28,044

	Tarifa promedio  ($ facturados / m3 medidos) (3)
	$6.12
	$19.14
	$36.74
	$20.24
	$0.63
	$8.08

	Tarifa promedio  ($ facturados / m3 facturados) (4)
	$5.12
	$16.02
	$30.76
	$16.94
	$0.53
	$6.77


(1)
 Información entregada a la UAM (UAM, 2005).

(2) 
Valor calculado al multiplicar los metros cúbicos medidos por la eficiencia física 2  (m3 facturados / m3 extraídos, 66.9%) y dividirlo por la eficiencia física 1 (m3 medidos –distribuidos- / m3 extraídos, 56%)
(3)
Valores obtenidos al dividir el monto facturado ($) por los m3 distribuidos (medidos).

(4) 
Valores obtenidos al dividir el monto facturado ($) por los m3 facturados.
Hay varias incongruencias en esta tabla.  Por ejemplo, la tarifa promedio para los usuarios industriales es muy superior a la tarifa máxima y la de los usuarios ejidales muy inferior a la tarifa mínima, publicadas por AGSAL en su página web y en las respuestas al cuestionario de la UAM(UAM, 2005).  En diciembre de 2004, la máxima tarifa de agua y drenaje (sin tener en cuenta el IVA) para los usuarios comerciales, industriales y gubernamentales fue de $20.26/m3, y la máxima tarifa de agua –no se cobra drenaje- para los ejidos fue de $2.59.

3.4.2.- Comparación de AGSAL y SIMAS-Torreón
AGSAL y SIMAS-Torreón son dos organismos operadores en el estado de Coahuila, que tienen números semejantes de usuarios (del orden de 150,000), pero presentan resultados financieros diferentes.   La tabla siguiente enseña algunos datos relevantes de la operación de los dos organismos.  
COMPARACION DE DOS SISTEMAS SIMILARES (Agsal vs. SIMAS-Torreón)

	Conceptos
	Agsal (privatizado)
	SIMAS-Torreón (público)

	Tarifa promedio global de A&D ($ facturados / m3 facturados)
	$6.77 (1)
	$8.48 (2)

	Eficiencia física, EF2 (m3 facturados / m3 extraídos)
	66.9% (3)
	51.2% (2)

	Eficiencia de cobranza, EC (m3 cobrados / m3 medidos)
	95.0% (4)
	89.4% (2)

	m3 extraídos al año (MCE)
	53.2 M (4, 5)
	63 M

	m3 facturados al año, MCF2 (= MCE * EF2)
	35.59 M
	32 M

	m3 cobrados al año (=MCF2 * EC)
	33.8 M
	29 M

	(a)  Dinero que se debe recibir al año por A&D (Tarifa promedio x m3 cobrados)
	$228.9 M
	$244 M

	(b)  Dinero reportado en el 2004 por A&D (De Cuentas Públicas)
	$168.4 M
	$235  (6)

	Diferencia entre (a) y (b)
	$60.5 M
	$9 M

	Pagos por servicios diversos 2004 (De Cuentas Públicas)
	$80 M
	$18 M (6)

	Ingresos A&D + servicios diversos (De Cuentas Públicas)
	$248.4 M
	$253 M


M: Millones.

(1) 
Ver tabla anterior.

(2) 
Datos de Fitch Ratings e indicadores publicados en página web de SIMAS-Torreón (SIMAS-TORREON, 2005).

(3) 
Dato obtenido en respuesta a una solicitud de información presentada a Agsal por un miembro de AUAS (ICAI, 2005).

(4) 
Memoria Anual AGSAL 2004 (AGSAL, 2004).

(5) 
Información proporcionada en respuesta al cuestionario de la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM, 2005), la cual concuerda con la presentada en la Memoria Anual de AGSAL 2004 (AGSAL, 2004).
 (6) Datos extrapolados de las cantidades publicadas en la página web de SIMAS-Torreón para los tres primeros trimestres del 2004 (SIMAS-TORREON, 2005).
Resulta evidente de este cuadro que, para los metros cúbicos que debió cobrar AGSAL en el 2004 (producto de los metros cúbicos extraídos por las eficiencias física y de cobranza de la empresa), y la tarifa promedio por metro cúbico (calculada en la sección 5.2), los ingresos por agua y drenaje debieron ser del orden de $228.7 millones en el 2004, y sólo se reportaron en la cuenta pública $168.4 millones.  En cambio, SIMAS-Torreón, que cobró un número menor de metros cúbicos, a $8.48/m3, reportó $235 millones aproximadamente, en lugar de los $244 millones resultantes de los mismos cálculos. 

En el renglón de Servicios Diversos, las entradas de los dos sistemas difieren mucho.  Mientras que AGSAL reporta un ingreso de cerca de $80 millones, el de SIMAS-Torreón es del orden de $18 millones.  En parte esto se debe a las tarifas tan altas de AGSAL por conexiones a los servicios de agua y drenaje.  

La suma de los ingresos por agua y drenaje y por servicios diversos es semejante para los dos organismos.  Da la impresión de que AGSAL trata de compensar mediante cobros excesivos en servicios diversos lo que deja de reportar por concepto de agua y drenaje.

3.5  Otra información incongruente de Agsal

Pagos a la CNA.- Según la información entregada por Agsal al cuestionario de la UAM(UAM, 2005), en el 2004 se extrajeron 53.2 millones de metros cúbicos (m3) del subsuelo.  Esto coincide con los datos publicados en sus memorias anuales y el boletín Info-Aqua.  Sin embargo, sólo se pagó a la CNA el monto correspondiente a 39.2 millones de m3 de extracción (ICAI, 2005).

Tarifas de la CFE.- El Gerente de AGSAL indicó, en la reunión que tuvo con los regidores en agosto de 2004, que “el aumento acumulado en las tarifas de energía electrifica era de 48.8 %”.  En otras ocasiones, Él ha manifestado que las tarifas de que la CFE cobra al organismo operador han estado aumentando en 20% al año.  Sin embargo, de acuerdo a la información oficial de la CFE para el periodo Octubre de 2001 a septiembre de 2004, el incremento en la tarifa tipo 6 (Bombeo de aguas potables o negras, para servicio público) fue sólo de 18.25%. 

3.6  Acceso a la Información 

La empresa se ha caracterizado por su opacidad.  La respuesta que en general recibimos los ciudadanos a las solicitudes de información que hemos hecho, es que ésta es “reservada”.  En la mayor parte de los casos ha habido necesidad de presentar un recurso de reconsideración al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información (ICAI), el cual ha demandado a AGSAL que ponga a disposición de los ciudadanos los datos requeridos (ICAI, 2005).  Sin embargo, lo reportado ha resultado incompleto e insatisfactorio en muchos casos.  
4.  CONCLUSIONES 

Saltillo fue la primera ciudad del país, y hasta el momento la única, en la que se ha dado la participación de una empresa privada en el organismo operador del sistema de agua mediante el esquema de empresa mixta.  El gobierno municipal de Saltillo entregó a una empresa privada la responsabilidad y obligación de proveer a los usuarios un servicio básico ligado a un bien común. Un recurso tan vital como el agua, se convirtió en mercancía, en manos de la trasnacional Aguas de Barcelona, cuyo objetivo primordial es la maximización de sus ganancias.  Los  saltillenses perdimos parte de nuestro patrimonio, al haberse vendido el 49% de las acciones del sistema de agua y drenaje a un precio muy bajo. Sin embargo, recuperar esas acciones tendrá un precio mayor, el cual aumentará con el paso de los años al reinvertirse en el sistema de agua las ganancias obtenidas.
La información que hemos revisado sobre la gestión de la empresa nos ha permitido detectar algunas deficiencias graves; entre otras: violaciones a la Constitución, y a varias leyes y normas; presentación de información falsa e incongruente entre un documento y otro; aumentos indebidos de tarifas; violación del derecho humano al agua y de los derechos laborales de los trabajadores; sobre-explotación de los pozos de los que se surte de agua la ciudad; abastecimiento de agua no potable a los usuarios; incumplimiento de las metas establecidas al inicio de la gestión de la empresa; un faltante aparente en los ingresos reportados en las cuentas públicas; falta de transparencia; etc.
Estos puntos ameritan una explicación por parte de AGSAL y de nuestras autoridades municipales, sin obtener respuestas adecuadas.  Consideramos imperativo que: 1) se revise exhaustivamente la contabilidad de la empresa, 2) se haga una auditoria técnica completa para todos los años de la gestión de AGSAL, y 3) se castigue a quien resulte responsable de malos manejos administrativos y técnicos.
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PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LOS DIPUTADOS ALFREDO GARZA CASTILLO Y JORGE ALBERTO GUAJARDO GARZA PROPONIENDO QUE LA COMISION DE DEPORTES, ESTUDIE, EVALÜE Y EN SU CASO EXHORTE AL PRESIDENTE DEL CONSEJO ESTATAL DEL DEPORTE PARA QUE APLIQUE LAS SANCIONES QUE CORRESPONDAN. 

Compañeras Diputadas 

Compañeros Diputados 

Nosotros sabemos, sobre todo porque lo experimentamos cuando fuimos alcaldes, que la practica del deporte reúne varias virtudes, dos de ellas básicas, primera, es un espacio en el que las diferencias políticas se atemperan, un espacio en el que quienes participan desarrollan a fondo relaciones de amistad por sobre diferencias políticas y partidarias. En un momento como el actual, cuando las campañas están signadas por el conflicto, impulsar la práctica del deporte puede contribuir a construir un clima mejor para las relaciones entre autoridad y gobierno.

Segunda. Esta actividad es una de las formas en las que el gobierno y la sociedad, sobre todo las familias, pueden hacer que los niños y jóvenes ocupen su tiempo libre sanamente. En este sentido impulsar el deporte, la recreación sana y la cultura, es un eficaz antídoto contra la delincuencia, contra la drogadicción, por eso es tan necesario que el deporte se practique. Con esta concepción el deporte como actividad humana es una de las formas mas efectivas de prevenir la delincuencia y la drogadicción por ello es de suma importancia impulsarlo. 

Tomando en cuenta estas características que reviste la practica del deporte, creemos que la función de quienes tienen una relación con esta actividad, ya sea como autoridades o integrantes de instancias sociales, deben observar normas de conducta que no estorben la aportación valiosa que la práctica del deporte proporciona en las dos vías que señalamos antes. En este sentido nos preocupan cosas que están sucediendo en este ámbito en Ciudad Acuña. 

Con fecha 23 de marzo del año actual, varios padres de familia presentaron un escrito en el que comunican su inconformidad por el incumplimiento en sus funciones deportivas en que incurrió el C. Horacio Salas Loera, quien funge desde hace varios años como Presidente de la Asociación de Fútbol del Estado de Coahuila, incumplimiento que se puede tipificar como irresponsabilidad ya que no inscribió oportunamente a varios jóvenes miembros de su asociación impidiendo que participaran en un evento que se celebró en el Estado de Sonora. Anomalías de esta naturaleza no es la primera vez que se presentan. 

Queremos informar que las familias de los jóvenes participantes realizaron diversas actividades en ciudad de Acuña para recaudar fondos, pero se enteraron por conducto de un escrito signado por Jorge de Guerrero Osio Botti, quien en su carácter de Subgerente de Operación Deportiva de la Federación Mexicana de Fút Bol Asociación A. C. de Federación Mexicana de Fútbol, le comunicaba por escrito a Horacio Salas Loera que los jóvenes de Acuña no podrían participar debido a que no se inscribieron oportunamente. 

Nosotros conocemos a los jóvenes integrantes de este equipo, conocemos a sus padres, y sabemos el esfuerzo que le aportan para que sus hijos se desarrollen, en este sentido nos parece que quien funge como presidente de la Asociación de Fútbol del Estado de Coahuila, no esta contribuyendo en nada a que se aplique la indicación de trabajar en estrecha relación con la gente. 

De lo anterior se concluye la negligencia en que incurrió Salas Loera en perjuicio del desarrollo del deporte en Coahuila y particularmente de estos jóvenes acuñenses, por lo que consideramos debe aclararse esta omisión y en su caso debe imponerse la sanción que a juicio del Consejo Estatal del Deporte sea procedente. 

Esto lo afirmamos así porque el análisis de la Ley del Deporte para el Estado de Coahuila, se concluye que con esta omisión se coarta en el caso concreto a estos jóvenes, lo dispuesto por el artículo 12 que textualmente dice: 

Los coahuilenses tendrán en materia deportiva, sin más restricciones que las que establezca la legislación aplicable, los siguientes derechos: 

FRACC. VII 

a) Representar oficialmente al Municipio o Estado en competencias deportivas 

Por otra parte es importante destacar que: 

Art. 24. Son facultades del Consejo Estatal del Deporte: 

FRACC. V. Evaluar permanentemente la practica del deporte y la cultura física en el Estado, así como presentar recomendaciones para mejorar los fines de esta ley. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado atentamente solicitamos que se de entrada a la presente proposición con punto de acuerdo y se turne a la Comisión de Deportes de éste H. Congreso para que estudie, evalúe y en su caso dictamine 

UNICO. Que la Comisión del Deporte establezca relación con los miembros del Consejo Estatal del Deporte para informarles de lo que ocurre y les solicite que asuman su función. Que de ser procedente lo que aquí señalamos y con apego a la ley de la materia, se impongan las sanciones procedentes por el caso que presentamos. También que se involucre en su caso a las demás autoridades del Deporte en el Estado para que tengan conocimiento de éstos hechos. 

Saltillo, Coahuila. Abril 4 del 2006. 

ATENTAMENTE

Por el Grupo Parlamentario Ignacio Zaragoza de Unidad Democrática de

Coahuila

Coordinador Diputado Alfredo Garza Castillo

Diputado Jorge Alberto Guajardo Garza

Compañeras diputadas.

Compañeros diputados.

Las diferencias honestas son a menudo un saludable signo de progreso. 

Gandhi 

No hay más contundencia que la de los números. De cada peso recaudado 80 centavos se quedan bajo el control de la federación, 16 se manejan estatalmente y 4 transitan por las arcas municipales, según informó en el año 2004 la Federación Nacional de Municipios de México. Ni en la época del autoritarismo porfirista, como lo apunto el Doctor Jorge Carpizo, se presentó tal concentración ya que en 1900 por cada peso de ingreso fiscal, 63 centavos eran para el Gobierno Federal; 24 para las entidades federativas y 12.9 para los municipios. 

En 1929, 71 centavos manejaba la Federación; 21% en los estados y tan sólo 8% para los municipios. En 1990 únicamente el 3% de dicho gasto fue ejercido en los municipios; 14% en los estados y 82.5% por el gobierno federal. Pero esta manifestación de centralismos no es la única, para el año 2004 siete mil oficinas de las delegaciones federales manejaban un presupuesto de 25 mil millones de pesos, cantidad igual o mayor que muchos presupuestos estatales. 

Esta tendencia se ha mantenido, aunque, es necesario decirlo, su origen no se encuentra en este sexenio, para el año 2000 el ramo 28, a través del cual se canalizan las participaciones federales a estados y municipios creció 15.7, por ciento pero en los dos años posteriores el incremento fue del 3.9. 

El Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados ha detallado la disminución real de los recursos que recibieron los estados durante los primeros ocho meses del año 2002 en comparación con el 2001. De acuerdo con la investigación, Chihuahua recibió 12 por ciento menos, Durango 11.6, Zacatecas 10.4 puntos porcentuales en sus ingresos por participaciones. Lo mismo pasó con Tamaulipas, con 9.8 por ciento menos, y Coahuila, con una caída del 7.9 por ciento. La reducción incluye a entidades panistas como Guanajuato con 5.68 por ciento menos de ingresos; Jalisco con una disminución 5.61 y Yucatán, con 5.01 por ciento. 

Manteniendo esta tendencia para el año 2005 el Presupuesto de Egresos del Ejecutivo afectó las asignaciones a los estados, pues 26 entidades recibirían menos recursos en términos reales del Ramo 33, según reveló la citada Comisión. Estas disminuciones presupuestales fueron corregidas, en cierta manera, por los diputados federales. 

Hoy, los recortes a asignaciones destinadas a Coahuila, particularmente en Turismo y seguridad pública son una manifestación de esta tendencia. Con esta distribución la autonomía estatal y el municipio libre son discurso sin demasiado sustento. 

La articulista Denise Dresser ha manifestado que la realidad política del país ha cambiado, pero las reglas del pacto federal siguen siendo las mismas. De allí las exigencias legítimas para su reformulación. Pero advierte que la reinvención del Federalismo debe abordarse con cautela. 

Ricardo Monreal, exgobernador de Zacatecas, al abordar este tema afirma que es necesaria una reforma fiscal federalista que restituya a estados y municipios sus facultades y potestades tributarias, su libertad para decidir sobre el gasto público local, y el fortalecimiento de sus finanzas públicas, pero aclara que los gobiernos locales deben asumir de manera corresponsable compromisos explícitos como el mejoramiento en la rendición de cuentas, la eficiencia social en el gasto público y el saneamiento de sus finanzas. 

En su tiempo el exgobernador de Chihuahua, Patricio Martínez, levantó la demanda federalista pugnando por cambiar la forma de manejar la frontera, ya que el federalismo que ejerce México frena el desarrollo en esa zona. El objetivo, señaló, es buscar la transformación del federalismo que asfixia la vida de la frontera porque tiene una concepción anacrónica, ante esto se deben buscar cambios en la vida fronteriza que está aprisionada por un federalismo del siglo XIX que no corresponde a la vida que se tiene en la frontera. 

Nosotros, legisladores de Unidad Democrática de Coahuila, partidarios de una visión federalista de raíz municipalista, por estas consideraciones coincidimos con el reclamo que ha levantado el Gobernador del Estado, Humberto Moreira Valdés, en el sentido de buscar una redefinición del pacto federal y también con su molestia por los recortes en partidas para la entidad, particularmente en turismo y seguridad publica. 

El pacto federal fue diseñado en circunstancias que han quedado en el pasado, hoy debemos abordar sus cambios con un sentido de futuro y pensando en una redistribución mas equilibrada de los recursos que en el país se captan. 

En este sentido nos parece acertada la propuesta que elaboró el Doctor Jorge Ibarra Salazar del ITESM, campus Monterrey, cuando apunta que el Fondo General Participable, instrumento usado para enviar a las entidades recursos federales, debe modificarse ya que solo toma en cuenta tres criterios para hacer la distribución: población, impuestos asignables y fondo de compensación, pero con esta formula los estados mas desarrollados reciben tendencialmente menos recursos, por lo tanto plantea incorporar otro criterio que es el de la estructura de la producción nacional. 

De esta manera, no se descobija a estados con menos desarrollo pero se estimula a entidades que han realizado un esfuerzo productivo significativo, tal es el caso de Coahuila. 

Por eso es justa, pero además oportuna, la actitud asumida por el Gobernador del Estado, de ahí nuestra solidaridad hacia ella. Creemos que este planteamiento puede adquirir mayor relevancia nacional si busca el acuerdo nacional para su concreción, sobre todo porque estamos en una etapa del país en el que se privilegia el conflicto, esto encona los estados de ánimo y dificulta la posibilidad de arribar a compromisos. En este sentido creemos que una reforma significativa como la que esta planteando el Gobernador debe buscarse a través del mecanismo de los acuerdos con todos los actores involucrados, llámense gobierno federal, gobiernos estatales, actores económicos y políticos y, sobre todo, con las autoridades municipales. 

A este nuevo diseño del pacto federal deben incorporarse los municipios de México, y en este caso de Coahuila, sin este componente los acuerdos son endebles porque recordemos que el municipio es la institución más cercana a las demandas, los intereses y las aspiraciones de la gente, pero además es el eslabón mas débil en esta desigual distribución de los recursos nacionales. 

Afrontemos con un compromiso de unidad, de acuerdo, esta tarea que ha emprendido el gobierno estatal, acompañémoslo en este desafió en defensa de los coahuilenses. Dispongámonos como Poder Legislativo a contribuir a esta intensa revisión del entramado legal de la Republica y de la entidad, al que ha invitado el Gobernador Humberto Moreira Valdés, imprimiéndole un sello federalista a nuestro sustento legal, incorporemos a esta tarea a los agentes económicos y políticos, a la sociedad y sobre todo a los municipios. 

Los invitamos a emprender, sin titubeos pero con acuerdo, esta impostergable tarea de transformar el sistema federal arcaico, como lo calificó el Doctor Diego Valades. Será indudablemente por el bien de Coahuila, de sus pobladores, pero también debe ser en bien de la Republica y sus instituciones. 

Saltillo, Coahuila. Abril 4 del 2005. 

Por el Grupo Parlamentario Ignacio Zaragoza de Unid d Democrática de

Coahuila

Coordinador Diputado Alfredo Garza Castillo

Diputado Jorge Alberto Guajardo Garza
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